
	

	
	
 
 
 

En el artículo 122 de la Carta Magna se estableció que la Ciudad de México cuenta 

con autonomía constitucional en todo lo concerniente a su régimen interior y a su 

organización política y administrativa. Se creó un apartado A en la citada disposición 

constitucional, con objeto de establecer que el gobierno de la Ciudad de México está 

a cargo de los poderes locales, en los términos de la Constitución Política de la Ciudad 

de México, la cual deberá ajustarse a las bases que dispone la Constitución general. 

De esta suerte, la Constitución Política de la Ciudad de México, con excepción de lo 

que disponga la Constitución general de la República, será Ley Suprema de la Ciudad, 

tal como ocurre con las demás entidades federativas. En la base I del apartado A, se 

dispuso que la forma de gobierno que adoptará la Ciudad de México será republicana, 

democrática, representativa y laica, al igual que como lo dispone el artículo 40 de la 

Constitución General de la República. Esta misma base contempla que el poder 

público de la Ciudad de México se dividirá para su ejercicio en Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial, y que no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o 

corporación ni depositarse el Legislativo en un solo individuo. 

 

En la base II del Apartado A se regula al Poder Legislativo de la Ciudad de México, se 

estableció que dicho poder quede depositado en una Legislatura, la cual se integrará 

en los términos que establezca la Constitución Política de la Ciudad de México. Sus 

integrantes deberán cumplir los requisitos que la misma Constitución local establezca 

y serán electos por sufragio universal, libre, secreto y directo, según los principios de 

mayoría relativa y representación proporcional, por un periodo de tres años. Asimismo, 

se estableció la posibilidad de reelección de diputados de la Legislatura de la Ciudad 

de México hasta por cuatro periodos consecutivos y se dispuso también que los 

diputados que busquen la reelección únicamente puedan ser postulados por el mismo 

partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren 
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postulado y que, tratándose de los candidatos independientes, sólo puedan postularse 

con ese mismo carácter. 

 

El titular del Poder Ejecutivo se regula en la base III del apartado A, en la que se 

dispone que será denominado jefe de gobierno de la Ciudad de México; tendrá a su 

cargo la administración pública de dicha entidad federativa, y ejercerá las facultades 

que le otorgue la Constitución Política local. Asimismo, se dispuso que el jefe de 

gobierno será electo por votación universal, libre, secreta y directa, durando en su 

encargo seis años sin poder ser reelecto, y que quien haya ocupado la titularidad del 

Poder Ejecutivo local, bajo cualquier denominación, en ningún caso podrá volver a 

ocupar ese cargo, ni con el carácter de interino, provisional, sustituto o como 

encargado del despacho. De esta forma, el jefe de gobierno de la Ciudad de México, 

se asimiló a la figura del gobernador en los estados de la República. 

 

Por otra parte, en la base IV del apartado A, se regula al Poder Judicial de la Ciudad 

de México. Al respecto, se dispuso que se ejercerá por los tribunales que establezca 

la Constitución Política de la Ciudad de México, al frente de los cuales estará el 

llamado Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, tal como el artículo 108 

de la Constitución general se refiere a los magistrados de los tribunales superiores de 

justicia locales. Además, esa misma base ordena que la independencia de los 

magistrados y jueces deberá estar garantizada en la Constitución local. 

 

En la base V del apartado A del artículo 122 constitucional se estableció que la 

administración pública de la Ciudad de México será centralizada y paraestatal. 

Además, en esta misma base se dispuso que la hacienda de la Ciudad de México sea 

unitaria, incluyendo los tabuladores de remuneraciones y percepciones de los 

servidores públicos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 de la 

Constitución general y en términos de la Constitución y las leyes locales, y que el 

régimen patrimonial de la administración pública centralizada también tendrá carácter 

unitario. Asimismo, se dispuso que las leyes federales no limitarán la facultad de la 

Ciudad de México para establecer las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, 



	

su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como las que 

tengan por base el cambio de valor de los inmuebles y las derivadas de la prestación 

de servicios públicos a su cargo, ni concederán exenciones en relación con las 

mismas, como se establece actualmente para los estados y los municipios. 

 

Además, se estableció que corresponde al jefe de gobierno de la Ciudad de México 

proponer al Poder Legislativo local las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, 

derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y 

construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la 

propiedad inmobiliaria. 

 

En la base VI del apartado A del artículo 122 constitucional, se estableció que la Ley 

Suprema de la Ciudad de México definirá la división territorial y la organización 

político-administrativa de la entidad, para lo cual establecerá el número, denominación 

y límites de sus demarcaciones territoriales. Asimismo, se dispuso que el gobierno de 

estas últimas quedará conferido a las alcaldías, de conformidad con lo que establezca 

la Constitución Política de la Ciudad de México. Además señaló que, con sujeción a 

las previsiones de ingresos de la hacienda pública de la Ciudad de México, la 

Legislatura aprobará el presupuesto de las alcaldías, las cuales lo ejercerán de 

manera autónoma en los supuestos y términos que establezca la Constitución política 

local.  

 

Según lo dispone la base VI del apartado A del artículo 122, cada alcaldía se integrará 

con un alcalde y un concejo, electos por votación universal, libre, secreta y directa, por 

periodos de tres años.  

 

En virtud de que la Ciudad de México es sede de los poderes federales, se consideró 

pertinente establecer las condiciones para que el gobierno de la ciudad garantice en 

todo tiempo la funcionalidad de la capital de la República como sede de aquéllos. Por 

esta razón, en el apartado B del artículo 122 de la Constitución general se estableció 

que los poderes federales exclusivamente tendrán las facultades que la propia 



	

Constitución general les otorga, en relación con la Ciudad de México, tales como 

expedir las leyes que establezcan las bases para la coordinación entre los poderes 

federales y los poderes locales de la Ciudad de México en virtud de su carácter de 

capital de los Estados Unidos Mexicanos y determinar anualmente en el Presupuesto 

de Egresos de la Federación los recursos que se otorgarán a la Ciudad de México por 

su condición de capital de la República, así como las bases para su ejercicio. 

 

Finalmente, en el apartado C del artículo 122 constitucional se estableció que la 

federación, la Ciudad de México, así como sus demarcaciones territoriales, y los 

estados y municipios conurbados en la zona metropolitana establecerán mecanismos 

de coordinación administrativa en materia de planeación del desarrollo y ejecución de 

acciones regionales para la prestación de servicios públicos en términos de la ley que 

emita el Congreso de la Unión. 
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